Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Está abierta la reunión. 
(Es la hora 15 y 49 minutos) 


El próximo lunes la Secretaría les entregará el comparativo con los aportes que hicieron al presente. En función del volumen de 
algunos artículos, exposiciones de motivos y fundamentaciones, pondremos cada artículo con la exposición de motivos y conceptos 
debajo y se harán librillos por cada uno de ellos. Lo que fue agregado oportunamente por el Congreso Nacional de Intendentes con 
respecto a artículos que son innovaciones del Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo, serán considerados como aditivos. 
Luego veremos cómo lo instrumentamos, es decir, si los agregamos al final o los intercalamos. 


SEÑORA CRESPI.- Quisiera referirme a algo que estuve pensando en estos días sobre los instrumentos de la ordenación 
territorial. 


En realidad, la ordenación del territorio se debe llevar a cabo junto con una serie de instrumentos que dividiría en cuatro. No sé si 
los cuatro instrumentos coinciden en parte con lo que hemos estado hablando acá, ni si los nombres actuales serán los definitivos, 
pero quería aclarar cuál es mi concepto de los instrumentos con los que se debe trabajar. 


En primer lugar, considero que debe estar lo que denomino Plan de Ordenación Territorial Nacional que, a mi criterio, debe contener 
las políticas nacionales para que el país, en función de un diagnóstico y de un conocimiento profundo de lo que es la realidad 
nacional, componga el territorio y las políticas relacionadas en la región que ocupa. No sólo se debe componer lo que corresponde 
al territorio nacional, sino que además se establecerían las políticas de relacionamiento con la región en la cual el país está inserto. 


Pasando de lo general a lo particular, estarían los planes de acción territorial que pueden tener una escala departamental o la 
interdepartamental de que estuvimos hablando. 


Estos instrumentos de ordenación permitirían desarrollar en forma coherente y coordinada todas las políticas sectoriales y 
urbanísticas que tengan una finalidad común y específica dentro de un área territorial determinada. Después pasaremos a otro 
instrumento, que sería el Programa de Ordenación del Territorio. Este sería un gran instrumento de ordenación a través del cual se 
definirían criterios, acciones y proyectos de interés territorial nacional y los vincularía con la programación económica de los 
distintos actores de la planificación. Asimismo, se estaría definiendo la programación de las inversiones de interés territorial que 
tiendan a lograr el tratamiento de los desequilibrios territoriales y la protección del espacio físico y de los recursos naturales que 
tiene el país. 


Por último, debemos mencionar los Proyectos de Ejecución, que refieren a actuaciones concretas que se ajustarían en cada caso a 
las condiciones técnicas adecuadas al cumplimiento de los objetivos del Plan de Ordenamiento Territorial o de ordenación del 
territorio nacional. Estos proyectos no pueden contravenir las determinaciones de los planes que tienen mayor rango, pero sí 
podrían introducir modificaciones que no fueran sustanciales para adaptarse a la fisonomía del territorio que se plantea y a los 
planes municipales de ordenación del territorio que establecen las normas urbanísticas, el uso de los suelos y la definición de las 
áreas verdes y espacios libres que protejan el medio ambiente. 


Con respecto a la redacción del plan -este es otro de los aspectos que hemos estado analizando en los últimos días- pienso que 
debe ser elaborada por la Administración Central. Evidentemente, en nuestro caso parecería que los dos o tres elementos que 
tienen una gran participación en todo lo que es ordenamiento territorial, son el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, los Municipios y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


En última instancia, esta Oficina es la que de alguna manera definirá los medios económicos con los que se contará para poder 
llevar adelante el plan. No podemos olvidar esto. Lo cierto es que la Administración Central, o el Poder Ejecutivo, con todos sus 
organismos, tendrán la obligación de participar en la elaboración del plan, facilitando no sólo la documentación, sino también los 
planes y los programas. Esto deberá constituir una información básica; incluso, podrá llegar a haber anteproyectos o sugerencias 
que sean fundamentales para la tarea de elaboración de los instrumentos referidos a la ordenación del territorio. 


Una vez elaborado este plan de ordenación territorial, con la participación de la Administración Central, incluso de los Municipios, 
aportando todo su trabajo departamental, se deberá tener en cuenta en los presupuestos de cada uno de estos actores -y aquí los 
elementos a considerar son, por ejemplo, la energía, el agua y todos aquellos otros que figuran en este aspecto, como quien hace 
las carreteras, es decir, todo lo que forma esa red tan importante a los efectos de la planificación- debería existir una partida 
especial, para después facilitar la ejecución del plan. La idea es tratar de conseguir lo que los españoles llaman "la ventanilla 
única", o sea, el lugar donde se reúnen todas las voluntades para poder hacer posible los planes. 


SEÑOR VILLEGAS.- Ante todo, coincido totalmente con lo que ha expresado recién mi colega y amiga, la arquitecta Crespi. Sin 
embargo, lo que ella acaba de expresar constituye una síntesis de cosas que ya se han mencionado aquí. 


He leído con cierta dedicación las actas que me ha hecho llegar el señor Secretario y he podido realizar algunas reflexiones. Voy a 
leer algo que llamo "Reflexiones sobre el ordenamiento territorial" y que tiene, entre otros ítems, los cometidos de esta Comisión 
asesora: "Hemos realizado una lectura bastante cuidadosa de dos documentos, a saber: 1) el Proyecto de Ley elaborado por 
DINOT y remitido al Senado por el Poder Ejecutivo. (Lo llamaremos proyecto DINOT). 2) El Proyecto de Ley elaborado por la 
Intendencia Municipal de Maldonado, recogido por el Congreso de Intendentes y remitido a esta Comisión. (Lo llamaremos 
proyecto Congreso). 


Se trata de dos trabajos exhaustivos que presentan distintos valores formales y de contenido. No tenemos conocimiento si esta 
Comisión ha tomado una resolución en el sentido de adoptar uno u otro como base de discusión o, tal vez, ha resuelto tomar 


ambos en forma conjunta, tal como podría entenderse a través del Cuadro Comparativo elaborado por la Intendencia Municipal de 
Maldonado. Hemos considerado mejor este último criterio y a él nos vamos a referir. 


Del análisis efectuado consideramos más útil adoptar como base el segundo proyecto, sin entrar a valorar uno y otro, en función de 
que el primero resulta, a nuestro criterio, excesivamente rígido y detallado siendo el segundo más abierto. Se agrega una razón de 
economía; el segundo proyecto es más corto. Tiene 33 artículos contra 68 del primero, y éstos son más breves, lo que facilita su 
comprensión. Pero debe tenerse en cuenta que el proyecto DINOT contiene elementos que deberían integrarse en el informe que 
esta Comisión debe realizar. Tal vez fuera conveniente desglosar varias disposiciones para ser incorporadas en una reglamentación 
de la ley. 


A esta altura debemos formular, a los redactores de los comentarios del proyecto Congreso, una observación que considero seria. 
Discrepamos con la terminología adoptada para algunos de estos comentarios para referirse al proyecto DINOT. Debemos, sin 
embargo, tener en cuenta que el cometido de esta Comisión no es el de redactar un proyecto de ley sino el de elaborar un informe 
que pueda ser utilizado por la Comisión del Senado para este fin. Así lo han expresado a esta Comisión algunos señores 
Senadores, como consta en actas. 


Tampoco es el objetivo de esta Comisión redactar un Proyecto de Ordenamiento Territorial, sino que, siguiendo el razonamiento 
que se desarrolla más adelante, y habiendo definido la materia y el objeto de esta ley, expresar cómo ésta incorporará los planes 
que constituyen los sistemas y formas de aplicación de la ley. 


Proceso de un POT (Plan de Ordenamiento Territorial, en adelante POT) 


Para situar el problema que nos reúne, esto es, obtener bases posibles que sean útiles para la redacción, articulado, etcétera, de 
un POT, propondríamos seguir un proceso más o menos lógico que encuadre las alternativas de éste. 


De un modo muy elemental pensamos se deben plantear, como siempre, una serie de interrogantes, a saber: ¿Qué cosa? ¿Para 
qué? ¿Dónde? ¿Quién? o ¿Quiénes? ¿Cómo? ¿Cuándo? ¿Con qué?", etcétera. 


Tratemos de enumerar esa secuencia, refiriendo brevemente sus elementos. 


1) Hechos actuales. Condición geográfica. Condición de los pobladores. Necesidades. Conflictos. Oportunidades y restricciones. 
Análisis. Previsiones. Escenarios. Prospectiva (Esto es diagnóstico). 


2) Directivas generales para atender esa problemática. 


3) El conjunto de directivas constituye las políticas. La elaboración de políticas constituye una relación crítica de propósitos y 
posibilidades. 


4) Atendiendo a las políticas, pueden definirse los instrumentos de actuación posibles, deseables, adecuados a las circunstancias 
del problema. 


5) Con políticas e instrumentos de actuación, se puede redactar un programa. 


6) Una vez analizado y aceptado el programa, se llega a elaborar un plan. Este plan es siempre un POT, que debe incluir los 
objetivos y los fines (el qué cosa y el para qué), los instrumentos de actuación particulares (la caja de herramientas, la boíte á 
outils, como decía lves Paris), o sea (el con qué), incluyendo recursos humanos y materiales y apoyos políticos (el quién o 
quiénes). Debe incluir asimismo los plazos de ejecución (el cuándo). 


7) Elaborado el plan, debemos definir los instrumentos de gestión, o sea, los medios y métodos a través de los cuales el Plan 
puede realizarse. Forman parte del Plan y de los instrumentos de gestión los estímulos y sanciones. 


8) Como complementos del Plan deben elaborarse los procedimientos para su evaluación, o sea la valoración que resulte de la 
aplicación de los instrumentos de actuación y los de gestión en la ejecución del Plan. 


9) Se hace necesario también, en función de la o las evaluaciones, elaborar los procedimientos para el ajuste, corrección o 
modificación del diagnóstico, de las directivas, de las políticas, de los instrumentos de actuación y de gestión y, desde luego, del 
Plan. En cualquier estado del avance del Plan deberá tomarse especialmente en cuenta que todas las etapas del proceso de 
Ordenamiento Territorial son interactivas. 


Denominación de los Planes 

Bajo este título hablamos siempre de planes referidos al territorio, o sea planes territoriales. No se trata de planes económicos, ni 
políticos, ni militares, ni de desarrollo. Sólo son “territoriales'. La clase del Plan dependerá del problema que se aborda y de su 
escala, o sea sus objetivos específicos y su alcance territorial. Por lo tanto, todos nuestros planes se llamarán POT. Así pues: 

POT Nacional es un Plan Nacional de Ordenamiento Territorial 

POT Departamental 

POT Interdepartamental (caso Plan Regional de Soriano, Colonia y San José) 

POT Urbanístico o Urbano (caso POT Montevideo) 


POT Metropolitano (ídem caso anterior) 


POT Interurbano (casos Maldonado - Punta del Este, Cardona - Florencio Sánchez -es también interdepartamental- Rivera - 
Livramento, que es también internacional). 


POT Regional, Microrregional, Barrial, Especial, etcétera. 


Cada POT tendrá características propias, atendiendo a la problemática planteada, a las circunstancias y al entorno que lo rodea, a 
los instrumentos a que se pueda recurrir y a la particular situación política y económica del país, departamento o ciudad y, 
finalmente, último pero no menor, a los pobladores del área considerada. 


Este es un resumen que he hecho en virtud de las actas y reflexiones que he realizado. Dejo el material a disposición de los 
señores integrantes de esta Comisión en el entendido de que son propuestas previsibles, perfectibles y corregibles. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BERRUTTI.- Por razones de estricto trabajo legislativo, quiero aclarar que ya tenemos elaborado un proyecto de ley. La 
iniciativa sobre la cual se va a comparar es el Mensaje del Poder Ejecutivo. Digo esto por la sencilla razón de que en la Comisión 
de Vivienda se hará alusión a ese proyecto y si -tal como manifestaba el arquitecto Villegas- hay artículos que son puntuales y si la 
Comisión de Asesores considera que hay que eliminarlos, así se hará. Pero, reitero, debemos tener como punto de referencia ese 
mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo por razones constitucionales, y porque además así fue acordado oportunamente por 
esta Comisión, independientemente de que aquí trabajemos con otra serie de herramientas. En definitiva, ese comparativo que 
estamos elaborando tiene como finalidad recabar la información que ustedes aportan oportunamente y así poder ordenarlo. Esto se 
debe a que muchas veces terminamos las reuniones y los conceptos quedan sueltos. De alguna manera, la Secretaría pretende 
ordenar el trabajo, no con autoritarismos sino simplemente para encaminar la tarea desde el principio. 


SEÑOR VILLEGAS..- Con el debido respeto, considero que entre los dos proyectos hay un problema de diferencia estructural. 


Como soy una persona muy pragmática en todas mis cosas -siempre he sido así; es mi manera de ser- entiendo que tenemos dos 
proyectos y me pregunto si estamos obligados a seguir uno de ellos o podemos tomar el camino del medio. 


SEÑOR BERRUTTI.- Como ya aclaré al comienzo de esta asesora, pueden tomar cualquier proyecto. Es más; el proyecto total del 
Mensaje del Poder Ejecutivo está en discusión: a este nivel de análisis vale todo o no vale nada; eso depende de ustedes. Esto 
quiere decir que, en definitiva, cuando hagan los aportes a través de los disquetes, utilizando la metodología que prefieran, se 
trabajará en forma comparativa con el proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Si ustedes consideran que un artículo no corresponde 
que se incluya, indicaremos que fue suprimido, pero necesitamos que la Comisión explique las razones para ello. Comprendo 
perfectamente las posiciones que tienen ustedes y lo que el arquitecto Villegas expone pero, de alguna manera, debo remitirme a 
un régimen de trabajo administrativo - legislativo que es de nuestra total responsabilidad. Sin embargo, ello no significa que se les 
quite libertad en lo más mínimo a las apreciaciones o al camino que han elegido ustedes mismos para el estudio del tema. 


Quiero que quede claro que existe un término de igualdad para todos los que participan y una absoluta libertad en cualesquiera de 
todas las apreciaciones. 


SEÑOR VILLEGAS..- Esto quiere decir que tenemos una especie de "Corralito". 
SEÑOR BERRUTTI.- De ninguna manera. 


SEÑOR SIENRA.- Coincido con lo que acaba de decir el arquitecto Villegas en el sentido de que aquí hay un problema de 
estructura, además de contenidos. Creo que, efectivamente, no se puede lograr un buen proyecto de ley manteniendo la estructura 
del Mensaje del Poder Ejecutivo, porque está equivocada y tiene fuertes contradicciones. Independientemente de los conceptos 
que hemos estado evaluando y de que, quizás, en algunos tenemos diferencias, pero en otros son solamente de terminología, ya 
que queremos decir lo mismo o cosas más o menos parecidas, queremos sintentizar o unificar, en la mayor parte de los casos, las 
ideas. Pero el aspecto estructural del proyecto es la base que lo viabiliza. Nosotros hemos elaborado una redacción porque 
entendimos que la estructura estaba equivocada. 


SEÑOR BERRUTTI.- Respeto lo que dice el arquitecto Sienra pero, independientemente de que se crea que el proyecto está 
equivocado, hay que demostrarlo y pienso que él tendrá los elementos para hacerlo. Por eso decía -y lo reitero- que si hay uno o 
varios artículos del proyecto del Poder Ejecutivo que no corresponden a juicio de ustedes porque son incorrectos, extensivos o muy 
puntuales, podemos suprimirlos, pero debemos argumentar por qué lo hacemos. Este es un problema complejo para ustedes los 
asesores, asimismo lo es para los Legisladores y creo que en este sentido hay que ser amplio para, que independientemente de 
que hay un proyecto más corto y más entendible, también considerar el otro por razones constitucionales y porque así quedó 
pactado.. 


SEÑOR SIENRA.- He enviado por "e-mail" un cuadro comparativo, aunque quizás no tenga la última versión porque esto es algo 
que evoluciona, por lo que puede haber algunas diferencias. Voy a referirme a este cuadro y, tal vez, surja alguna pequeña 
diferencia con lo que les he enviado, pero aclaro que esta versión es la última y la acabamos de copiar en la computadora de la 
Comisión, razón por la cual la Secretaría cuenta con ella. 


El Mensaje del Poder Ejecutivo comienza con el "Título |: Objeto de la ley". Allí hay varios Capítulos en los que además del objeto 
de la ley se tratan otros temas, y es evidente que no tienen que ver con ello, como competencias y otros por el estilo. Voy a explicar 
la razón por la que entiendo que el Título | no debe estar. El Capítulo | tiene por título: "Reglas generales de ordenamiento 
territorial" y comienza haciendo dos declaraciones: "El ordenamiento territorial es un cometido esencial del Estado. 


Declárase de Interés Nacional el ordenamiento territorial". 


Luego dentro del mismo artículo pasa a otro tema y hace una especie de definición de lo que va a contener esta ley diciendo: 
"constituye el marco jurídico de la actividad etática en la materia de ordenamiento y desarrollo territorial, deslindando las 
competencias," etcétera, "y estableciendo los limites del poder discrecional a través de reglas" y demás. 


Por otro lado, en este mismo Título se incluye otro Capítulo que hace referencia a las políticas sectoriales que se tienen que ajustar 
a los planes. Por último, se establece quiénes deben acatar o actuar dentro de los planes. Creo que esto es una gran mezcolanza. 
Asimismo, pienso que ninguna actividad o cometido esencial del Estado empieza diciendo "yo soy un cometido esencial del Estado" 


en una ley, ya que ello estaría totalmente fuera de lugar. Los cometidos esenciales del Estado tales como salud, educación, 
seguridad, etcétera, en sus normas no empiezan diciendo: "Yo soy un cometido esencial del Estado". Entonces ¿para qué lo 
ponemos en la ley? Además, que el proyecto empiece diciendo: "Declárase de Interés Nacional el ordenamiento territorial", me 
parece totalmente fuera de lugar. Si hay que hacer esta declaración -tengo mis dudas porque entiendo que dicha declaración de 
interés nacional podrá servir para expropiaciones y algunas otras limitaciones al derecho de propiedad, que ya se establece en el 
marco jurídico actual- en todo caso, podrá ser una disposición que se ubica en la parte final, en las disposiciones generales, y no al 
comienzo de la ley. 


Además, me parece que en este artículo deberíamos decir cuál es el objeto de la ley y nada más. Luego, quienes están obligados a 
cumplirla o deben ajustar sus planes a ella, debería estar establecido en otro Capítulo o, por lo menos, en otro artículo. 


La ley no puede decir que constituye el marco jurídico de la actividad etática, en materia de ordenamiento del territorio, en primer 
lugar, porque no es cierto y me parece muy mal que la ley diga cosas que no son ciertas. El marco jurídico referido al ordenamiento 
de la gestión del territorio va a tener una parte importante en esta ley, pero la Constitución, la Ley Orgánica Municipal, la Ley de 
Centros Poblados, que no se deroga, y otro montón de leyes, desde la concerniente a la materia tributaria a la Ley Forestal, la de 
Impacto Ambiental, la que crea el sistema de áreas naturales protegidas, etcétera, etcétera, también forman parte del marco 
jurídico al cual debe ajustarse el ordenamiento del territorio y la gestión del mismo. Por lo tanto, me parece que está hasta 
equivocado decir esto. Creo que lo que hace esta ley es completar el marco jurídico poniendo el acento en algunos aspectos 
específicos, que son los que va a tratar. Esa es la razón por la cual proponemos como artículo 1%, que está al costado del cuadro, 
una disposición que dice: "La presente ley tiene como objeto completar el marco jurídico que regula el uso y el equipamiento del 
territorio, los sistemas de planificación territorial y los instrumentos necesarios para su instrumentación y control". 


Creo que poner límites al poder discrecional tampoco se ajusta a la verdad, porque las autoridades no tienen poder discrecional, ya 
que deben actuar dentro de lo que marcan las normas, que ya existen, que son leyes y decretos departamentales, así como 
resoluciones de los Intendentes. Todo esto configura un marco jurídico sobre el cual los administradores tienen que actuar. Por 
ejemplo, el hecho de que no se haya cumplido casi nunca la Ley de Centros Poblados no significa que tengan poder discrecional; 
las resoluciones, decretos o autorizaciones que surgen sin cumplir la ley no son correctas y otra ley no va a modificar esa situación, 
ya que de la misma manera que se viola la Ley de Centros Poblados se violará ésta, si quienes actúan no se ajustan a las normas. 
Entonces, decir que se van a poner límites al poder discrecional es aceptar que lo hay, con lo que discrepo totalmente. 


Estos son los comentarios principales que tengo para formular. 


Obviamente, si nosotros vamos a hacer planes de ordenamiento territorial, todas las actuaciones sectoriales y de los organismos 
que no son sus redactores tendrán que ajustarse a esos planes y a las disposiciones que de ellos surjan. Pero creemos que ese es 
un capítulo posterior, que no debe estar incluido en el objeto de la ley. Por esta razón, en nuestro planteo hemos hecho una 
redacción un poco diferente del segundo artículo del proyecto del Poder Ejecutivo, que nos parece más ajustada a la realidad. 
Nosotros decimos que el ordenamiento del territorio y la forma de gestión del mismo tienden a coordinar los usos, las obras y las 
acciones que en él se realizan, de forma de lograr, respetando las exigencias ambientales, su mejor utilización para el desarrollo 
económico y social sustentable y para mejorar la calidad de vida de la población. Luego de analizar muchas de las cosas que se 
han dicho y el material escrito, creo que esta redacción es más completa que la propuesta por el Poder Ejecutivo. 


A su vez, entendemos que lo referente a los instrumentos que vamos a utilizar, como se trata de otro tema, deberíamos ponerlo en 
otro artículo independiente, y eso es lo que hemos hecho. 


Por último, en el artículo 4% decimos que están sujetos al cumplimiento de las disposiciones de los planes de ordenamiento 
territorial todas las personas físicas y jurídicas, privadas y públicas. Quiero aclarar que no solamente el Estado está obligado a 
cumplir las normas y a ajustarse a ellas; en realidad, regulan la actividad de todos, incluyendo al Estado y a cada uno de nosotros. 
En definitiva, cuando se hacen equipamientos del territorio, si bien el Estado hace puertos, aeropuertos, carreteras, etcétera, la 
urbanización la hace el sector privado, ocupando un enorme espacio. De manera que creo que es importante hacer notar que el 
alcance de esto trasciende al Estado y tiene que ver con toda la ciudadanía y todas las instituciones del país. 


A modo de síntesis, tenemos una fundamentación que hemos sacado del Manual de la Sociedad Internacional de Planificadores 
Urbanos y Regionales. Quiero destacar que en un librito que sintetiza la legislación de 26 países y se establece claramente que los 
planes de ordenamiento territorial se refieren al uso y equipamiento físico del territorio. Efectivamente, creo que ese es el objeto de 
lo que nosotros estamos tratando de hacer aquí, y el arquitecto Villegas lo acaba de decir hace unos minutos en su exposición. Por 
lo tanto, cuando se va leyendo la norma y vamos pensando lo que hay que hacer, debemos tener en cuenta que nos referimos a 
eso y que no vamos a hacer planes estratégicos de desarrollo económico o social, sino que vamos a hacer planes de uso de suelo 
y de las infraestructuras físicas que se van a utilizar. 


El proyecto de la DINOT tiene un Capítulo Il, "Finalidad del ejercicio de los poderes públicos", que contiene un solo artículo, el 3*. 
Yo creo que este artículo 3” es innecesario; más allá de que no agrega mucho, me parece que está profundamente equivocado en 
algunos conceptos, lo que me tienta más a eliminarlo. En primer lugar, el literal a. de este artículo dice: "Valorizar los recursos y 
potencialidades del territorio en el marco de la economía nacional, regional y mundial". Por mi conocimiento y experiencia, creo que 
el territorio tiene muy poco que ver con el desarrollo de la economía nacional, regional y mundial, por lo que no puedo llegar a 
entender qué significa esta frase. En el año 600 antes de Cristo, Alcaeus, refiriéndose a las ciudades griegas, decía: "Ni las casas 
bellamente cubiertas, ni las piedras bien formadas de los muros, ni los canales, ni los arsenales, hacen a la ciudad, sino los 
hombres capaces de aprovechar las oportunidades". Esta frase la tomé del libro "La economía de las ciudades", de la doctora Jane 
Jacobs -es un libro fantástico, que recomiendo- donde se describen los procesos económicos y cómo funciona la ciudad en ese 
aspecto. Puede no compartirse, pero de todas maneras es evidente que el territorio no es más que el soporte para la economía y 
cualquier lugar puede ser el mejor para desarrollar una economía importante. 


En ese sentido, voy a poner dos ejemplos que no son de acá. Por un lado, Manhattan comparte con New Jersey el mismo río y las 
mismas condiciones de conexión al océano y, sin embargo, el gran puerto fue Nueva York. Por otra parte, Los Angeles está en un 
lugar mucho peor para ser puerto que San Francisco y otros lugares del Océano Pacífico de los Estados Unidos, y sin embargo fue 
y es el principal puerto de la Costa Oeste de los Estados Unidos. Me parece fundamental entender que las características y las 


condiciones del territorio pueden ayudar o ser un valor positivo, pero no son las que determinan ningún crecimiento económico, por 
lo que no se pueden poner en una ley. 


Hay otro párrafo que también quiero comentar porque me parece importante. El literal e. dice: "Compensar los desequilibrios 
territoriales". Sinceramente, no sé qué se quiere decir con "desequilibrios territoriales", porque los territorios están siempre en 
equilibrios naturales. Puede haber terremotos, erupciones volcánicas -estos dos fenómenos no existen en el Uruguay- tormentas, 
ciclones, tsunamis, etcétera, pero el territorio como sistema está en equilibrio. Lo que puede haber es un mal uso del territorio por el 
ser humano; puede ser que construyamos en áreas inundables o sobre una falla estructural de la corteza terrestre, y en ese caso 
seguramente tendremos gravísimos problemas. Es decir: lo que puede fallar es el uso del territorio o las infraestructuras que en él 
construimos. Si construimos algo en un área de terremoto y no tomamos las precauciones para que esas infraestructuras físicas 
que construimos se ajusten a los requerimientos de los movimientos telúricos, seguramente se van a caer, pero el territorio no tiene 
problemas. 


El literal d. dice: "Promover el acceso igualitario de todos los habitantes a una calidad de vida digna, garantizando la accesibilidad a 
los servicios modernos necesarios para la satisfacción de sus necesidades". Creo que eso ni siquiera como buena idea se puede 
aceptar, porque hay buenas calidades de vida de muy diversos tipos, que no tienen ni requieren los mismos servicios que la 
sociedad contemporánea produce. Por ejemplo, en el área rural no vamos a hacer recolección de residuos domésticos ni sanitarios 
ni vamos a ponerle a nadie una escuela a media cuadra de la casa o en el barrio, porque se trata de otro tipo de vida, de otra 
calidad de vida. Creo que con esa redacción no se puede entender lo que se quiso decir. 


SEÑOR SECCO..- Creo que el tema del acceso igualitario se define conceptualmente. 


SEÑOR SIENRA.- Acá dice: "promover el acceso igualitario de todos los habitantes a una calidad de vida digna, garantizando la 
accesibilidad a los servicios modernos necesarios para la satisfacción de sus necesidades". 


SEÑOR SECCO.- No quiero discutir sobre esto, pero me parece que el tema vuelve a ser de concepto y no se trata de una 
resolución idéntica para cada uno de los asuntos. 


SEÑOR SIENRA.- Al leer esto, pienso que la redacción, por lo menos, no es muy clara. 


Por otra parte, no se puede garantizar nada; se puede viabilizar, pero garantías en la vida no tenemos nunca, ni siquiera sabemos 
cuánto tiempo vamos a vivir. No hay plan, inversión ni organización social que pueda garantizar nada a los habitantes de ningún 
lado. 


SEÑOR SOUTO.- No estoy defendiendo el proyecto de ley, porque el arquitecto Villegas muestra cuál es la posición del Poder 
Ejecutivo en cuanto a la apertura para discutir con todos los elementos a la vista y sin hacer defensas individuales, pero considero 
que leer un artículo sin su acápite hace difícil la interpretación de la norma. El acápite, que se refiere a la finalidad del ordenamiento 
territorial, dice: "En el ejercicio de la competencia atribuida, se tenderá a:". Por eso se han planteado cuestiones de concepto. Creo 
que el problema es que leer el artículo sin el acápite cambia el concepto del artículo. 


SEÑOR SIENRA.- A mi juicio, está mal; por lo menos, está mal escrito. 


SEÑOR SOUTO.- No comparto lo que señala, pero entiendo que su capacidad legislativa en la elaboración de leyes es muy 
grande. 


Otro tema que deseo aclarar es que, al referirse al literal e. del artículo 3%, el Secretario ofreció una redacción alternativa que ya 
figuraba en los proyectos. 


SEÑORA PEREIRA.- Este artículo también lo tratamos en su momento e, incluso, hablamos de cambiarlo, señalando "deberá 
propiciarse a". 


En cuanto a la importancia o no de poner un artículo y su finalidad, creo que si a la hora de interpretar una norma no ponemos cuál 
es su finalidad, como todos sabemos, ésta puede tener diferentes interpretaciones, según las conveniencias. Considero que, 
independientemente de que haya que pulir algunos de los incisos, es fundamental que la finalidad de una norma esté dentro de la 
ley, porque a la hora de interpretarla es el instrumento más importante, o uno de los más importantes. 


Por otra parte, se cuestionaba el contenido del primer artículo en lo que refiere al objeto de la ley, es decir, a introducir la 
declaración de interés nacional o general -a mi juicio, lo importante es que sea de interés general- y yo creo que lo fundamental es 
establecer al principio que la norma es de interés general, a los efectos de abrir la puerta para que se pueda limitar el goce de 
derechos tales como el de propiedad. De esta manera, estamos creando un instrumento viable. Si no lo ponemos dentro del objeto, 
¿dónde más? 


Es verdad que existen muchas normas relativas al ordenamiento territorial, pero estamos buscando que haya una, donde consten 
los presupuestos mínimos, una ley marco -que es en lo que pusimos énfasis desde un principio- y tal vez podríamos lograrlo 
modificando un poco la redacción. Debemos decir que esta ley va a incluir los presupuestos con los que después podremos seguir 
avanzando y se podrán cubrir exigencias superiores. 


SEÑOR SIENRA.- Lo que acaba de decir la arquitecta Pereira no es lo que establece el proyecto de la DINOT, que claramente 
señala que este es el marco jurídico de la actividad táctica en el ordenamiento del territorio; y eso no es verdad. Creo que esta ley 
debe decir lo que va a hacer y por eso lo redactamos de otra manera. 


Personalmente, he sido un gran defensor de colocar en las normas sus objetivos. Llevo escribiendo normas desde 1986; la primera 
que redacté fue una ordenanza de cartelería en la Intendencia Municipal de Maldonado, y también hice la ordenanza de manejo y 
protección del bosque urbanizado, que todavía rige, y allí pusimos los objetivos de la ley, al igual que en muchas otras cosas. En 
este caso en particular, creo que los objetivos que se incluyen están equivocados y me parece que no tiene mayor sentido poner 
algo que no es cierto, como lo acabo de manifestar. 


Desde luego, estoy totalmente de acuerdo en que las acciones del Estado en la gestión del territorio y en cualquier otra cosa deben 
llevar a facilitarle a la gente una calidad de vida digna y el mejor nivel posible. No tengo la menor duda de ello, y si se plantea una 
redacción mejor, la voy a aplaudir. No tengo la más mínima intención de que eso no esté. Sin embargo, considero que esta 
redacción no es clara y contiene errores que no pueden estar. 


Por último, me parece que el punto f. ya está incluido cuando se habla de ambiente que, entre otras cosas, es justamente todo lo 
que figura en el artículo. Estuve analizando dos o tres aspectos contenidos en un principio de comparativo y no encontré una 
redacción mejor, pero quizás aparezca. 


Aclaro que en las leyes que he visto sobre declaraciones de interés nacional y demás, generalmente dicha declaración figura en 
otra parte; luego de armado todo el paquete se dice que, por tales razones, debe ser de interés nacional. Además, me parece que 
así es más claro. 


SEÑOR SOUTO..- No es lo mismo una declaración de interés nacional que establecerlo como el cometido esencial. 


SEÑOR SIENRA.- El cometido esencial creo que no debe estar, que es totalmente innecesario y, en los hechos, el Estado ha 
venido haciendo el ordenamiento territorial en función de los requerimientos y necesidades de la gente. 


El Capítulo Ill se refiere a la distribución de competencias. Ya se ha hablado bastante del tema de que, seguramente, sería más 
lógico empezar con el Poder Ejecutivo y terminar con los Gobiernos Departamentales. Comparto eso plenamente. En 
consecuencia, voy a comenzar por lo que tiene que ver con el Poder Ejecutivo, que es el numeral 11!) del artículo 4*. 


En realidad, no sé lo que quieren decir los puntos a y b concretamente porque, como es obvio, cualquier cosa que termine en un 
decreto debe finalizar con la firma del Presidente, ya que es el Poder Ejecutivo el que va a dictar el decreto. Por lo tanto, decir que 
la aprobación de la Política Nacional y del Programa General de Ordenamiento Territorial van a ser competencia del Poder 
Ejecutivo, es absolutamente obvio y me parece que es para llenar un poco el papel, pero eso no importa mucho. 


Creo que hay una sobrecarga de los cometidos que se le están asignando al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, y que pueden ser redactados mejor y en forma más sintética, lo cual hemos hecho. Pero sobre todo, quiero 
destacar lo que dice el segundo literal c. de este artículo; estoy hablando del literal contenido en el numeral IV) del artículo 4%. Dicho 
literal es bastante curioso y dice lo siguiente: "La formulación, ejecución, supervisión, instrumentación y evaluación de los planes 
nacionales de desarrollo urbano y territorial". Digo que es curioso porque posteriormente, cuando se alude a los instrumentos, 
dichos planes no aparecen; de modo que a los efectos de esta ley, no sé a qué se está haciendo referencia. De todas maneras, lo 
urbano, en términos generales, los planes de desarrollo urbano, no son planes del Gobierno Nacional, sino precisamente 
competencias específicas de los gobiernos departamentales en el Uruguay y de los gobiernos municipales en todos los lugares del 
mundo donde existen Municipios. Me da la impresión, entonces, de que hay aquí una puerta abierta a una fortísima intromisión del 
Poder Ejecutivo en temáticas específicas de las Intendencias departamentales. 


Lo mismo ocurre con el literal e. que dice: "La coordinación de los diferentes Planes de Ordenamiento Territorial". Evidentemente, 
hay que tener un nivel de coordinación entre el Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales y, sin duda alguna, entre los 
asuntos transdepartamentales. Pero, además, debe existir coordinación interna de los departamentos, que es una facultad de 
éstos, de los Gobiernos Departamentales. Me parece que el literal e. igual que el segundo literal c. abre la posibilidad de una 
intromisión del Poder Ejecutivo en las facultades departamentales, que está fuera de lugar. Queremos aclarar que no se trata de 
defenderlas porque sí, ya que si las autonomías no corresponden a la realidad, cabe pensar en una modificación. En el caso de los 
planes urbanos y departamentales, no hay duda de que corresponde llevarlos adelante por parte de las Intendencias y los 
Gobiernos Departamentales; de hecho, así funcionan en el mundo y creo que es bueno que ocurra de esa forma. Por lo tanto, 
también en este caso parece más correcto eliminar eso, lo que por otro lado no está reflejado en los instrumentos que se crean, de 
manera que no sabemos cuáles son los contenidos de los planes nacionales de desarrollo urbano y territorial. 


En consecuencia, hicimos un proyecto de redacción, que está incluido en el artículo 5 de nuestra propuesta alternativa, y dice que 
el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, deberá crear, 
instrumentar, evaluar y mantener actualizadas las políticas y los Planes Nacionales de Ordenamiento Territorial y las normas que 
éstos requieran; coordinar los Planes Nacionales con los Supranacionales y con los de los Gobiernos Departamentales; promover 
el desarrollo nacional de la disciplina y el fortalecimiento institucional de las oficinas técnicas propias y de los Gobiernos 
Departamentales; difundir entre la ciudadanía el conocimiento básico en la materia; realizar, en las áreas de su competencia, los 
controles pertinentes y aplicar a los infractores las sanciones correspondientes. El Poder Ejecutivo deberá coordinar y ajustar los 
planes y obras sectoriales que realicen los demás Ministerios y organismos públicos a los Planes de Ordenamiento Territorial, así 
como colaborar en su elaboración e instrumentación. 


Creo que la redacción a la que acabo de referirme incluye todo lo que se dice acá y agrega algunas otras cosas; por ejemplo, 
agrega el concepto de lo supranacional, que es tarea esencial del Poder Ejecutivo. Cuando nos referimos a la Cuenca del Plata, al 
Eje Vial San Pablo - Buenos Aires y a otras cosas más, estamos hablando de lo supranacional. ¿Quién lo va a hacer? Obviamente 
que el Ministerio de Relaciones Exteriores tiene que participar, porque las relaciones exteriores del país deben ser necesariamente 
canalizadas a través de dicha Cartera, pero ha de tener en cuenta esas estructuras supranacionales para poder desarrollar sus 
planes. Ese aspecto no estaba mencionado en el proyecto del Poder Ejecutivo. 


Por lo demás, me parece que ocuparse de mantener actualizado el marco normativo es importante, porque cuando hay cambios de 
planes muchas veces tiene que haber adecuaciones legislativas. Esa tiene que ser una facultad importante del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y del Poder Ejecutivo, así como lo que atañe a la promoción del desarrollo de 
la disciplina, aspecto que entiendo crucial. Es cierto que tanto aquí como más adelante se habla de colaborar con las Intendencias 
departamentales, pero creo que promover el desarrollo de la disciplina e informar a la ciudadanía sobre la materia, es muy 
importante. Si la gente no cree en los planes de ordenamiento territorial, no van a funcionar y no se van a llevar a cabo; la 
formación de conciencia es clave. Por otra parte, no sólo hay que informar al ciudadano común, sino también a los otros Poderes 
del Estado, concretamente al Poder Judicial. La interpretación de las normas en los fallos no es automática, y por algo los 
abogados siempre tienen dos bibliotecas. 


Quiero recordar el caso de Cabo Polonio. En ese lugar, hubo gente que se apropió y edificó como se le dio la gana, sin ningún tipo 
de autorización y a veces con autorizaciones mal otorgadas, causando un grave daño ambiental; sin embargo, el fallo del Tribunal 
impidió al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, por uno o dos años, demoler las viviendas, a pesar de 
que hasta la Constitución dice que hay que proteger el medio ambiente. ¿Por qué fue esto así? Porque los Jueces no consideraban 
la importancia del aspecto ambiental en el tema que estaban juzgando y no lo evaluaron correctamente. Entonces, la educación a 
la población en general y al Poder Judicial, me parece clave. No menciono directamente al Poder Judicial, pero cuando estamos 
hablando de promover el conocimiento de la disciplina, va dirigido a todos. Se han realizado estudios en todo el mundo que indican 
que la gente no tiene conciencia de lo que es el instrumento y los Gobiernos no lo aplican aun contando con las normas, incluso en 
los Estados Unidos y en Europa. 


Respecto a los Gobiernos Departamentales, creo que hay por lo menos dos cosas que no me convencen demasiado, y voy a 
empezar por la última. Creo que no es lógico dar competencias a las autoridades locales; las que existen son tres o cuatro, y me 
refiero a las que no son delegadas directas de los Intendentes. En cuanto a las Juntas Locales, estoy aludiendo a las que son 
autónomas y electivas, y hasta donde yo sé podemos mencionar las de Bella Unión, San Carlos y Río Branco. Lo cierto es que hay 
pocas autoridades locales y la ley que las crea dice cuáles son sus competencias, que en realidad no son muchas; las demás, que 
no son autónomas y electivas, tienen las competencias que la Junta les asigna en el momento de crearlas y son siempre 
administrativas y delegadas del Intendente. De todas formas, llegado el momento, el país va a definir las competencias de las 
autoridades locales con el nombre que tengan, y creo que esa es la norma por la que aquellas deberán establecerse, sin hacerlo 
modificando las leyes de las que ya existen y que, por otro lado, no introducen ninguna innovación. Dispongo -y si quieren, lo puedo 
leer- del texto donde constan las competencias con las que se creó la Junta Local Autónoma y Directiva de San Carlos, que son 
idénticas a las otras y no agregan nada a lo que dice acá. 


Por el momento, involucrarse con autoridades que no existen en una norma, es anticiparse y crear problemas, dado que cuando 
dicha norma se cree, se van a otorgar las facultades que correspondan. 


Asimismo, quiero decir que a los Gobiernos Departamentales les corresponde algo más de lo que aquí se expresa, que se refiere 
únicamente a realizar los planes. 


Al respecto, hemos cambiado un poco la redacción, para obligar a mantener actualizado el marco normativo del departamento, en 
la materia; para que se ejecute o se haga ejecutar las obras necesarias para la instrumentación de los planes en la materia 
municipal; para obligarlos a coordinar los planes con los departamentos vecinos, así como para obligar a los Intendentes a 
participar, activamente, en los planes nacionales. 


Todo esto es lo que instrumentamos en cuanto a la redacción del artículo 6”, que me parece que recoge lo que dice este proyecto 
del Poder Ejecutivo, ampliándolo un poco. 


SEÑOR SOUTO.- Es la segunda o tercera vez que veo hacer referencia a las dos bibliotecas de los abogados, tema divertido pero 
que no es verdadero. Toda ciencia admite distintas interpretaciones. 


El otro día el arquitecto Sienra dijo algo que quisiera que me confirmara. Debo reconocer que no he leído las versiones 
taquigráficas tan exhaustivamente como el señor Villegas, pero en la del 29 de abril de 2002, el arquitecto Sienra dice: "Quizás en 
la próxima reunión traiga un texto de las normas por las que la Corona española prohibía a los abogados venir a América y 
formarlos aquí porque decían que lo único que hacían era crear problemas. Siempre hay dos bibliotecas para todos los temas". 


No dudo de que exista esa norma de la Corona española; lo que quisiera saber es si esa es la opinión del arquitecto Sienra sobre 
los abogados. 


SEÑOR SIENRA.- Expreso que no tengo esa opinión de los abogados. 


SEÑOR SOUTO.- Bien. Hay que aclarar que no es que existan dos opiniones. Por ejemplo, no creo que acá todos los arquitectos 
presentes tengan la misma solución para determinado problema, porque la ciencia y el arte de la Arquitectura permite varias 
soluciones para un mismo problema. Además, esto se refiere a situaciones humanas que siempre admiten distintas 
interpretaciones. 


En cuanto al artículo 6*, lo que el arquitecto planteaba respecto de los Gobiernos Departamentales como sustitución del artículo 4*, 
en la versión original del proyecto de ley, cuando él se refiere al numeral cuarto del artículo 4%, donde hay dos literales c), debo 
decir que eso no es así, sino que hay literal c) y d). Eso seguramente figura con errores en el proyecto que el señor arquitecto bajó 
de la página Web. Digo esto, para precisar que no hay dos literales c). 


Quisiera saber si cuando el arquitecto Sienra plantea el hecho de poner obligaciones a través de este proyecto de ley, se refiere a 
hacerlo respecto de los Gobiernos Departamentales, de los Intendentes. 


SEÑOR SIENRA.- Me refiero a la obligación de participar en la elaboración de los Planes Nacionales. De lo contrario, sabemos lo 
que pasa: una Intendencia no participa y luego dice que el Plan no le sirve. Es una obligación inevitable. 


Quiero decir que en 1540, cuando el Rey de España autorizó a Alvar Núñez Cabeza de Vaca a explorar las costas del Río de la 
Plata, le puso una condición: "que no pasasen abogados ni procuradores a estas partes, porque ocasionan muchas diferencias y 
pleitos y originaban discordias mortales y odios implacables con grave perjuicio político". En 1613, el Cabildo de Buenos Aires se 
reunió extraordinariamente para impedir que llegaran a la ciudad tres abogados, porque se consideraba que enredaban a los 
vecinos en pleitos y alteraban la paz. Personalmente, no comparto el que sean los abogados los que enredan a los vecinos; 
simplemente hice referencia a la opinión de la Corona española. 


SEÑOR BERRUTTI.- Pediría que no hubiera alusiones, porque de alguna manera en esto deben estar excluidas cierto tipo de 
cosas, que si bien son intelectuales, son también alusiones. En consecuencia, solicito que se remitan a fundamentar sus opiniones. 
Considero que corresponde bajar las revoluciones. Es nada más que una solicitud que les hago. 


SEÑOR SECCO.- Tengo dudas sobre lo que se dijo de 1540, porque antes de Carlos V, Emperador en ese momento, en 1516, 
cuando la segunda vuelta de Solís, ya había autorizaciones de la Corona de España. Es la duda histórica que tengo, que más tarde 
voy a tratar de aclarar. 


SEÑOR SIENRA.- El otro punto que quiero destacar refiere al artículo 5% del Poder Ejecutivo, que crea la Comisión Técnica 
Asesora de Ordenamiento Territorial. 


Al respecto, voy a decir dos cosas. En primer término, que ya está creada. Por lo tanto, no sé si vale la pena recrear lo ya creado. 
No funciona, porque no la citan, pero eso no significa que no exista. 


En segundo lugar, creo que es absolutamente fuera de lugar el literal c) que dice: "Emitir dictamen no vinculante en materia de 
Planes de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, previamente a su aprobación, en un plazo que preverá la reglamentación, no 
pudiendo exceder de ciento cincuenta días". Comisiones Técnicas Asesoras como pueden ser la COTAOT o la COTAMA, de las 
que soy miembro por el Congreso de Intendentes, no pueden asumir ese tema, dado que están compuestas por delegados, 
técnicos o no técnicos, de las instituciones. Es imposible que para cada uno de los planes que se realicen en el país, se pueda 
pedir opinión, si cada delegado para dar la suya debe disponer de la del organismo que representa. Además, es una opinión no 
vinculante, por lo que no parece tener sentido. 


Concretamente, propongo eliminar este artículo, porque la Comisión ya existe. Incluso, si no se acepta eliminar el artículo, 
propongo que se recoja la redacción que tiene el decreto que la crea. 


Más adelante, tenemos el Capítulo IV "Límites del Poder Discrecional". Pienso que hay que eliminarlo en su totalidad. Desde mi 
punto de vista, las autoridades no tienen poder discrecional para actuar y, por lo tanto, lo que dice acá no tiene sentido. 


El artículo 9%, "Derecho de propiedad", creo que también debe ser eliminado. En este punto vamos a entrar un poco más en detalle. 
El primer párrafo dice que el derecho de propiedad "se ejercerá conforme a las reglas de derecho" y esto es efectivamente así, no 
hay otra forma de ejercerlo. Por otro lado, dice que el derecho a construir, etcétera, requiere previa obtención de la autorización 
administrativa -hoy se requiere lo mismo- pero a continuación dice: "con excepción de la vivienda del productor agropecuario y 
aquellas construcciones directamente afectadas a la actividad agropecuaria primaria". No sé cuál es la actividad agropecuaria 
primaria y, además, no dice en qué área, y como conozco alguna actividad agropecuaria en áreas urbanas y suburbanas, parecería 
que esta frase también está autorizando a hacer construcciones en todas las áreas y no exclusivamente en la rural. Creo que lo 
que hoy rige es correcto, es decir que este tipo de construcción se puede hacer únicamente en el área rural. 


Entiendo que la ley no debe ponerlo en forma genérica porque hay algunas áreas rurales donde se hacen construcciones que están 
destinadas a las actividades del predio, pero que es deseable tenerlas controladas. Voy a poner un ejemplo de Maldonado, que es 
el departamento que más conozco. Desde la Ruta 9 al sur, nosotros exigimos permiso de construcción a todas las construcciones 
en todos los predios, rurales y no rurales. Si después hacemos la policía de la construcción adecuada, es otro tema, pero la norma 
dice que de Ruta 9 al sur, en todo el departamento, hay que pedir permiso de construcción para cualquier cosa que se vaya a 
hacer. Esto tiene un fundamento -que no viene al caso señalarlo- pero sí creo que la ley no puede dar esta viabilidad en forma 
genérica y mucho menos cuando no dice en qué área. En todo caso, si es en área rural en donde los planes no lo exigen, podría 
ser, pero eso creo que sobra y no agrega nada nuevo. Lo mismo sucede cuando dice que "toda modificación predial deberá ser 
previamente autorizada por el Gobierno Departamental", lo que no es verdad. El que autoriza las modificaciones en los predios es 
el Intendente, porque es un acto administrativo, salvo que se aparte de las normas y que sea la Junta Departamental la que dé su 
anuencia. Pero, repito, la mayor parte de las modificaciones en los predios las autorizan los Intendentes. De manera que esto 
también es incorrecto. 


Lo que dice el párrafo siguiente de este artículo realmente me duele leerlo: "La determinación de los usos del suelo y las 
zonificaciones previstas en los Planes de Ordenamiento y Desarrollo Territorial no confieren a los propietarios derecho a 
indemnización alguna. No obstante, en caso de lesión particular a uno o más inmuebles concretos, como en el caso de 
prohibiciones de edificar, los Planes deberán prever las indemnizaciones correspondientes a través de la aplicación del mecanismo 
de reparto de los mayores valores de los inmuebles beneficiados por la planificación, según lo prevea la reglamentación, o su 
expropiación por causa de utilidad pública". El artículo dice que no se le confiere al propietario derecho a indemnización e, 
inmediatamente, expresa que si no se lo deja construir, se lo tiene que indemnizar, lo que no es lógico, porque el único destino de 
un predio no es edificarle algo encima. 


Pero la otra parte es todavía peor, porque dice: "a través de la aplicación del mecanismo de reparto de los mayores valores de los 
inmuebles beneficiados", cosa que después repite en el artículo 26, que curiosamente tiene una redacción un poco distinta, pero 
dice exactamente lo mismo. No entiendo por qué se repiten las cosas, aunque eso es más fácil de corregir. Es absolutamente 
imposible, hasta donde sé, cobrar tributos o quitarle valor a un predio por medio de la reglamentación de una ley, porque si la ley no 
crea el tributo no es posible cobrar nada a un propietario de un predio. Por reglamentación no se puede hacer. Además, no es 
lógico que se haga, aunque se pudiera. Con todos los abogados con que he hablado me dijeron que no se puede hacer, lo que es 
lógico porque esto tiene que tener cierta característica nacional. No puede ser que Maldonado cobre una cosa, Colonia otra, 
Montevideo una tercera, Artigas lo que se le da la gana, etcétera. No tiene que haber un mecanismo diferente; no me refiero a los 
montos, que pueden ser diferentes en cada zona -y estoy de acuerdo con eso- pero el mecanismo no puede ser distinto porque 
somos un país, entre otras cosas. Tampoco puede ser reglamentado por el Poder Ejecutivo y me parece que eso realmente es una 
falla garrafal de este proyecto de ley. 


Cuando dice: "Unicamente podrán ser objeto de fraccionamiento con destino a urbanización aquellos inmuebles que se encuentren 
incluidos en las zonas definidas por los Planes como de expansión urbana o en la categoría de suelo urbanizable.", me parece que 
es obvio y lo hemos dicho desde el principio al fin de esta ley. 


Y finalmente dice: "Los fraccionamientos aprobados en violación a lo dispuesto en el inciso anterior serán absolutamente nulos,", a 
cuyo respecto sobran comentarios. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Por razones de trabajo no pudimos concurrir a la reunión de la semana pasada ninguno de los dos 
delegados y tampoco tuvimos tiempo de leer la versión taquigráfica y, por lo tanto, quisiéramos hacer una pregunta. ¿Hubo algún 


cambio en la metodología de trabajo? Hasta donde recuerdo, estábamos trabajando sobre aspectos generales que hacen a los 
instrumentos, concretamente de planificación como nos introdujo hoy la arquitecta Crespi. 


SEÑOR BERRUTTI.- Una de las metodologías que aplicamos fue la de tomar versión taquigráfica con el objeto de que todo lo 
expresado quedara plasmado en el papel y se decidió actuar de lo general a lo particular. Inclusive en esa oportunidad se hizo una 
compulsa, que fue reiterada, para tratar la temática con esta metodología específica y no otra. Inclusive, con respecto a las 
argumentaciones que hace el arquitecto Sienra, creo que se implementó por parte de la Secretaría, la forma de expresar y de 
argumentar lo positivo y negativo de tal o cual proyecto, o de cualquiera de los elementos presentados. Creo que las 
fundamentaciones se pueden hacer por esa vía escrita, independientemente de las aclaraciones que se quieran hacer, pero la 
metodología fue clarísima, es decir, ir de lo general a lo particular. Inclusive en ese momento estaba presente el arquitecto Sienra. 
Entiendo que hay elementos como para manejarse en forma puntual y en forma general. En general, en este debate común y en 
forma puntual, en el comparativo con los aportes que hace cada uno, como el caso de la arquitecta Crespi, que hoy realizó un 
aporte que se va a incorporar al comparativo mencionado. 


SEÑORA PEREIRA.- En primer lugar, quiero decir que muchas de las cosas que estamos viendo las hemos discutido 
extensamente y hemos hecho algunos toques con respecto a algunas palabras para cambiar el sentido de las frases. Incluso 
habíamos llegado a un consenso en cuanto a que las frases ni siquiera iban a quedar así. No sé si lo recuerdan, pero varios 
Institutos hicieron sus aportes, como por ejemplo, el Instituto de Urbanismo y otros. Sucede que estamos volviendo para atrás en 
temas que ya discutimos y creo que esto nos tira abajo. Además, hay que recordar que hemos llegado a un cambio de los artículos 
propuestos por el Poder Ejecutivo. 


En segundo término -no sé si peco de atrevida- pregunto cómo vamos a hacer ahora si estamos estudiando un proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo y no hay nadie que nos pueda explicar en este momento, por ejemplo, por qué se implantó tal o cual inciso. 


Sé muy bien que, por ejemplo, uno puede estar en contra de esto, pero realmente me gustaría que la persona que elaboró este 
proyecto de ley dijera por qué lo hizo de esta manera, es decir, cuáles son los fundamentos, más allá de que podamos considerar 
que el mismo es bueno o malo. Reitero que conocer los fundamentos es esencial y para ello es preciso que haya alguien que 
explique la razón de esta redacción. De otro modo, al tratar de analizar esto quizás estemos divagando, precisamente por 
desconocer los verdaderos fundamentos. Aclaro que no estoy manifestando mi acuerdo o mi desacuerdo con el proyecto; 
simplemente, entiendo que falta un elemento esencial en esta discusión. 


SEÑOR SOUTO..- Ante todo, aclaro una vez más que no hemos venido aquí a defender el proyecto de ley. Me parece que aquí hay 
un problema de falta de interpretación. Además, hay que recordar que el Poder Ejecutivo ya propuso a la delegación para esta 
instancia. A modo de ejemplo, recuerdo que, en el caso de la Comisión Técnica Asesora, el escribano Vázquez Dendi propuso 
suprimirla y, si no me equivoco, el ingeniero Ortega fue quien interpretó que estaba muy bien la existencia de esa Comisión, en el 
momento en que se discutían las normas en cuestión. 


Personalmente, observamos que este proyecto de ley está un poco desordenado. También es cierto que en él se reiteran algunos 
temas. A su vez, no me parece que, por lo menos en esta parte que estamos analizando ahora, se esté innovando. A mi juicio, las 
innovaciones empiezan más adelante, cuando el arquitecto Sienra planteó el tema referido a la participación y a la educación. Me 
parece que este proyecto de ley realza lo que él solicitó, a través de la creación de una sección especial y aludiendo a la 
participación ciudadana en el reordenamiento territorial. Pienso que la participación es mucho mayor y, además, se debe tener 
presente que no es posible participar si no se tiene conocimiento. 


Pude observar que no existe ningún tema que hasta ahora no esté contemplado en los artículos de la ley. No comparto lo 
expresado por el arquitecto Villegas, quien ha manifestado que el proyecto del Poder Ejecutivo está incompleto como método de 
análisis. Por mi parte, entiendo que este es un proyecto de ley sumamente completo. Casi todas las críticas que realizó el 
arquitecto son las mismas que formuló en el 2000, cuando vino a la Comisión como informante; aclaro que no recuerdo si lo hizo en 
nombre de la Intendencia o del Congreso. 


Concretamente, en el inciso cuarto del artículo 9% del proyecto de ley se habla de la determinación de los usos del suelo y las 
zonificaciones previstas en los Planes de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, diciéndose que las mismas no confieren a los 
propietarios derecho a indemnización alguna. Pienso que esto se debe estar refiriendo a la indemnización previa. Precisamente, 
aquí se menciona al artículo 32 de la Constitución de la República. Insisto en que surge claramente la razón de cada cosa si se lee 
con atención. Cada vez que hablo de un artículo hago lo mismo, es decir, advierto que está referido a otros temas posteriores. Esto 
ocurre también en relación con la participación ciudadana. 


Por mi parte, considero que no hay instrumentos que no estén previstos en el proyecto de ley. Seguramente, la posición de quienes 
representamos al Poder Ejecutivo ante esta Comisión es más amplia que la que manifestó el arquitecto Villegas en su momento; 
entonces, si se entiende que es necesario buscar una nueva redacción, el Poder Ejecutivo estaría dispuesto a hacerlo. Sin 
embargo, hasta ahora, no he escuchado ninguna propuesta alternativa que llene las necesidades de la norma. Probablemente, 
seguiremos trabajando en esta materia para poder llegar a un proyecto conjunto. Creo que el año pasado, en las quince reuniones 
que mantuvimos, llegamos a redactar unos diez o quince artículos. 


SEÑOR BERRUTTI.- Me parece que si continuamos con lo que la Comisión decidió en su momento con respecto a ir de lo general 
a lo particular, lograremos poco a poco ir anticipando ese articulado. El arquitecto Sienra ha argumentado que algunos artículos no 
deben figurar aquí, lo que incluso estableció en el comparativo, bajo el rótulo de "se elimina". Es decir, estamos ante algunas 
opciones. Cada uno tendrá su composición de lugar con respecto a cada artículo. Pero creo que la metodología impuesta por la 
mayoría de los integrantes de esta Comisión, debería seguirse, sin detenernos en ningún artículo en primera instancia. Es decir, 
esta metodología alcanza para abordar el tema puntualmente y la presencia de todos ustedes aquí permite analizar el proyecto de 
ley en forma general. Eso es lo que se había pactado. 


SEÑOR SIENRA.- Ante todo, voy a hacer una mención al artículo 10 y luego pasaré a hablar sobre los instrumentos. 


A mi juicio, lo que se establece en el artículo 10 es tanto como decir que no vamos a hacer ordenamiento territorial. Es decir, a mi 
criterio, a través de este artículo se anula todo lo que dispone la ley. ¿Por qué? Porque los puntos más importantes, que son las 


grandes obras de infraestructura -y cuando digo más importantes, estoy pensando en el efecto estructurante en el funcionamiento 
del territorio- simplemente se comunican a los Gobiernos departamentales y ni siquiera se exige que esas grandes obras de 
infraestructura estén en los Planes. Simplemente, el literal c) habla de grandes obras, y el b) hace otro tanto, aunque por un lado se 
dice que tienen que estar en Planes y demás. Pero lo cierto es que simplemente se habla de los proyectos de obra que se refieren 
a los literales b) y c) del inciso anterior, estableciéndose que deberán ser comunicados a los Gobiernos departamentales 
involucrados con una anticipación razonable a su ejecución, según lo determina la reglamentación. 


Si hay algo que es claro, es que cualquier gran obra de infraestructura requiere la instrumentación de un plan, es decir, debe estar 
primero aprobado el plan, después de lo cual se hace la obra. De esa forma, no hay necesidad de comunicar nada, porque los 
planes son públicos. Además, según creo, los Gobiernos departamentales deben participar en la elaboración de los planes 
nacionales y el Gobierno Nacional debe hacerlo en la elaboración de los planes departamentales, a los efectos de lograr una 
coordinación adecuada. Entonces, a mi juicio, lo que aquí se está diciendo es algo así como: "olvidémonos de los planes y 
hagamos lo que se nos dé la gana". Si, por ejemplo, tenemos que hacer un puerto o un aeropuerto importante, lo hacemos como se 
nos dé la gana; sacamos un decreto y se acabó. De manera que este es un tema muy importante. 


SEÑOR VILLEGAS.- En apoyo a lo que acaba de manifestar el señor Sienra, quiero decir que tuve intervención directa en dos 
programas que resultaron importantes en el departamento de Maldonado. Me refiero al segundo puente de la Barra y al cruce de 
Camino Lussich con la Ruta 10. En ambos casos, predominó la opinión del Gobierno departamental -que también participó en la 
financiación, desde luego- contra la del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR SIENRA.- Sinceramente, ni siquiera entiendo cuál es el espíritu de este artículo porque si se va a hacer lo que se le antoja 
al ejecutor de una gran obra, estamos fritos. Para eso, no hacemos ningún plan y que pase lo que Dios quiera. 


Por su parte, el artículo 11 refiere a la competencia, que en realidad debería estar en el Capítulo de las Competencias si es que 
necesariamente hubiera que ubicarlo en algún lado. Personalmente, entiendo que no. 


Con respecto a los Planes, debo decir que se ha hablado mucho y diría que hay un aspecto que para mí es inevitable: los Planes 
deben ser tales. No estamos creando un sistema de planificación y gestión del territorio sino que estamos hablando de distintos 
niveles de Planes, cuyos contenidos variarán según la escala y el ámbito territorial en el que se vayan a aplicar. Insisto, en todos 
los casos hablamos de planes. Entonces, no estoy de acuerdo con el programa general de Ordenamiento Territorial como propone 
el Poder Ejecutivo ni con ninguna de las otras versiones de nombre que se le ha dado, salvo en aquellas en que se habla de 
Planes. No sé si será Ordenamiento, Ordenación o como se quiera, pero repito, deben ser Planes. 


En segundo lugar, me parece que no corresponde establecer en la ley -ya lo hemos dicho muchas veces- detalladamente cuáles 
son los contenidos del diagnóstico y del material de información con el cual hay que trabajar. A mi juicio, la ley debe decir que se 
basará sobre información y diagnósticos adecuados a la realidad, pero no puede avanzar mucho más de eso porque cada Plan 
tendrá que buscar y lograr su propia información. Además, cada equipo trabaja diferente en la forma de elaborar y procesar esa 
información. Los diagnósticos nunca son objetivos sino que siempre tienen una cantidad de ideas al respecto. De todas maneras, 
mucha o parte de la información que aquí está detallada, evidentemente deber estar incluida en los documentos del Plan, pero 
insisto que a mi juicio se trata de anexos al Plan. 


Desde mi punto de vista, este proyecto de ley debe hacer hincapié en los cometidos de los Planes. Incluso, en dos oportunidades - 
y básicamente en la reunión pasada- hice un pequeño cuadro comparativo en el cual con la mayor objetividad posible traté de 
referirme exclusivamente el contenido del Plan Nacional porque creo que es el primero que está en la lista y por lo tanto el que en 
primera instancia convendría tratar. Creo que es conveniente establecer un texto porque la redacción es la forma de expresar las 
ideas. Podemos estar todos de acuerdo pero si no logramos un texto que contenga la idea, no llegamos a nada. 


SEÑOR SOUTO.- El artículo 10* dice: "Las obras públicas proyectadas por todo órgano del Estado o Persona Pública estatal o no, 
bajo cualquier modalidad o naturaleza, deberán cumplir con las disposiciones de los Planes de Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial en su totalidad." Se puede cambiar el nombre, pero siempre se habla del Plan que debe ser aplicado, sea departamental 
o nacional. Asimismo, el artículo también señala: "Dichas obras públicas serán autorizadas por el Gobierno departamental 
respectivo, mediante el otorgamiento del permiso de construcción o el que fuere pertinente." Luego establece determinadas 
excepciones, entre las que alude a las obras afectadas a la defensa nacional ordenadas por el Poder Ejecutivo. Supongo que está 
hablando de una situación de defensa nacional. Entre las excepciones, también refiere a la construcción de rutas nacionales, 
oleoductos, gasoductos, etcétera con la salvedad que su trazado no podrá interferir o desconocer las previsiones de los Planes de 
Ordenamiento y Desarrollo Territorial. Finalmente, también exceptúa a las grandes obras de infraestructura. 


Por otro lado, el artículo 22 incluido en la Sección IV, Planes Especiales, dice: "Deberá incluirse en un Plan Especial: Las grandes 
obras de infraestructura a que refiere el literal "c" del artículo 10%." Quiere decir que ya está previsto que forme parte de los planes. 
Puede ser mala la previsión pero no surge nada nuevo a lo que está previsto. Cuando leo " Los proyectos de obras a que refieren 
los literales "b" y "c" del inciso anterior, deberán ser comunicados a los Gobiernos departamentales involucrados con una 
anticipación razonable a su ejecución, según lo determine la reglamentación.", entiendo, por ejemplo, que la UTE comunica que va 
a trazar una línea de alta tensión, y se acabó el problema. Si nosotros queremos que las obras formen parte de los planes, 
establecer esto es un absurdo. A su vez, considero que los Gobiernos departamentales no deben dar permisos de construcción de 
las obras nacionales porque podría darse el caso de que un departamento autorice la construcción de una carretera, y el siguiente 
o el anterior se niegue. Entonces, las obras de construcción de planes nacionales, deben ser analizadas por el Gobierno y no por 
las Intendencias. 


SEÑORA PEREIRA.- Deberían pedir autorización a la Intendencia. 


SEÑOR SIENRA.- Siempre he dicho que las Intendencias deben participar obligatoriamente en la redacción de un plan. Como 
siempre habrá conflicto, en nuestro planteo creamos un mecanismo de conciliación de diferencias. Es obvio que las habrá, que 
existirán intereses diferentes y conceptos distintos, sin contar con los personalismos y regionalismos que siempre se dan. 
Justamente, ese es uno de los vacíos que existe en la Legislación actual y que no prevé el proyecto del Poder Ejecutivo. Es más; 
en el caso de obras importantes de infraestructura, solamente establece que las va a comunicar. Evidentemente, se trata de la 
negación de la conciliación. Por ese motivo, entiendo que eso no debe estar en el proyecto. 


SEÑOR BERRUTTI.- Para la próxima reunión vamos a tener en el Orden del Día lo referido a los insttumentos de ordenación del 
territorio, y nos ceñiremos a ese tema. Reitero que la puntualización en el articulado la debemos hacer por escrito y que debemos 
tratar aquello en lo que nos hemos comprometido. 

Se levanta la reunión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 33 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


